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De acuerdo con las competencias atribuidas a este Consejo por la Ley 3/93, de 16 
de Julio, y de conformidad con lo previsto en su Reglamento de Organización y Fun­
cionamiento Interno, el Pleno del Consejo Económico y Social de la Región de Mur­
cia, en su sesión celebrada el día 22 de Octubre de 1998, acuerda aprobar por 
unanimidad el siguiente 

Dictamen 

l.- ANTECEDENTES 
11111111U ¡Mil 

El día 5 de octubre de 1998 tuvo entra­
da en el Consejo escrito del Ilmo. Sr. Con­
sejero de Economía y Hacienda que remite 
el Anteproyecto de Ley de Medidas Fisca­
les y Administrativas (1999) para la emi­
sión de preceptivo Dictamen de este 
Órgano de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 5 de la Ley 3/1993, por la que se 
crea el Consejo Económico y Social de la 
Región de Murcia. 

Es el segundo Anteproyecto de esta na­
turaleza sobre el que se emite Dictamen. 
Ya el pasado año el Gobierno Regional ela­
boró un Anteproyecto con características 
similares al actual, que culminó en la ac­
tual Ley 13/1997, de 23 de diciembre, de 
Medidas Fiscales, Presupuestarias y Admi­

nistrativas. Con aquel Anteproyecto, que 
originó el Dictamen 12/1997 de este Con­
sejo, el Gobierno regional se incorporaba 
a una práctica habitual en la Administra­
ción CentraL En ésta, leyes como las refe­
ridas, generalmente conocidas como "leyes 
de acompañamiento" de las leyes presu­
puestarias anuales, han sido frecuentes en 
los pasados años. Su objetivo es restringir 
el contenido de estas últimas a la doctrina 
constitucional, que la limita a la regulación 
de las previsiones de gastos e ingresos u 
otras materias directamente relacionadas 
con aquéllas. Por ello, modificaciones 
hacendísticas no relacionadas con las ci­
fras presupuestarias, que tradicionalmente 
se incluían en las Leyes de Presupuestos 
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Generales, pasaron a integrar el cuerpo de 
las "Leyes de Acompañamiento" junto a 
otras materias sin vínculo alguno con los 
Presupuestos. 

El Anteproyecto de Ley de Medidas 
Fiscales y Administrativas (1999) propo­
ne la modificación de varias leyes regio~ 
nales que afectan a la hacienda regional, 
la función pública y la organización ad­
ministrativa. A su vez, ejerciendo la com­
petencia tributaria asumida tras la entrada 
en vigor del nuevo modelo de financia­
ción autonómica, para el próximo año 
crea determinadas deducciones en el Im­
puesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas similares a las actualmente vigen­
tes y prorroga indefinidamente otros 
cambios introducidos en relación con el 

tipo de gravamen en el Impuesto de 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Ju­
rídicos Documentados y en la tributación 
sobre el juego. 

El contenido de las medidas tributarias 
es muy parecido al del primer Anteproyec­
to. Igualmente, la estructura del Antepro­
yecto en cuanto a las leyes regionales que 
propone modificar y materias afectadas es 
también próxima a la del pasado año. Por 
ello, se puede remitir a los Antecedentes 
del Dictamen 12/1997 para encontrar una 
descripción más extensa de los orígenes de 
este tipo de leyes, y sobre el de la compe­
tencia tributaria asumida por la Comuni­
dad Autónoma con el nuevo modelo de 
financiación autonómica que se ejerce con 
la regulación del Anteproyecto. 

11.- ESTRUCTURA Y CONTENIDO 


El Anteproyecto de Ley de Medidas 
Fiscales y Administrativas (1999) consta 
de trece artículos estructurados en cuatro 
capítulos, dos disposiciones adicionales, 
una disposición transitoria, dos disposicio­
nes derogatorias y cuatro disposiciones fi­
nales. 

El capítulo primero se titula "Dispo­
siciones en materia tributaria" y está for­
mado por cuatro artículos. En los tres 
primeros se adoptan determinadas medidas 
en desarrollo de la capacidad normativa que 
se asumió mediante la Ley 34/1997, de 
modificación del régimen de cesión de tri­
butos del Estado a la Comunidad Autóno­
ma de la Región de Murcia, y de fijación 
del alcance y condiciones de dicha cesión, 
y el cuarto modifica la Ley de Tasas, 'Pre­
cios Públicos y Contribuciones Especiales. 

El artículo primero regula para 1.999 
deducciones que afectan al Impuesto so­
bre la Renta de las Personas Físicas simi­

lares a las actualmente vigentes pues fue­
ron implantadas con la aprobación de la 
Ley 13/1997, de Medidas Fiscales, Presu­
puestarias y Administrativas, si bien con 
ligeras modificaciones. 

El apartado uno se retlere a la deduc­
ción por adquisición de vivienda, que es 
igual a la actual: un dos por ciento sobre 
las cantidades satisfechas en el ejercicio por 
la adquisición o rehabilitación de la vivien­
da habitual y un diez por ciento por la ad­
quisición de una segunda vivienda nueva 
que esté situad~ en la Región. Las noveda­
des que se incorporan consisten, por un 
lado, elevar hasta el tres por ciento la de­
ducción a los contribuyentes cuya parte 
general de la base liquidable sea inferior a 
2.500.000 pesetas siempre que la parte es­
pecial de la misma (la que proviene de los 
incrementos de patrimonio) no supere las 
250.000, y por otro, el establecimiento de 
un límite conjunto por ambas deducciones 
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de 40.000 pesetas. Por otra parte, adapta la 
base máxima de la deducción autonómica 
para adecuarse a la redacción que se prevé 
en el nuevo IRPF. Por ello, vendrá consti­
tuida por el importe anual establecido en 
esa normativa como límite (1.500.000 pe­
setas según el Proyecto del IRPF) minora­
do en aquellas cantidades que constituyan 
para el contribuyente base de dicha deduc­
ción estatal. 

El apartado dos mantiene la actual de­
ducción del veinte por ciento por las 
donaciones dinerarias a fundaciones cuyo 
fin sea el desarrollo de actuaciones de pro­
tección del Patrimonio Histórico regional. 
Sin embargo, introduce una variación al 
hacerla incompatible con la deducción por 
donativos a esas mismas fundaciones re­
gulada en la normativa estatal de este im­
puesto. 

El artículo segundo afecta al Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados. Su redacción es 
casi idéntica a la que está vigente durante 
1998 si bien es una novedad que se elimina 
la temporalidad para otorgar continuidad al 
texto que se propone. primer párrafo es 
igual al actual. Establece un tipo de grava­
men del siete por ciento en las transmisio­
nes de inmuebles que radiquen en la Región 
de Murcia, así como la constitución y ce­
sión de derechos reales que recaigan sobre 
los mismos, salvo los de garantía. La modi­
ficación se encuentra en el segundo párrafo 
del artículo, que determina un tipo de gra­
vamen del cuatro por ciento en los mismos 
casos citados pero aplicable a las viviendas 
calificadas administrativamente de protec­
ción oficial de régimen especial. El texto 
ahora vigente lo aplica a las viviendas de 
protección oficial cuyos adquirentes aten­
diendo a sus in~resos ten~an reconocido 
derecho a tributación especial por la Admi­
nistración regional. 

El artículo tercero regula los tipos de 
gravamen, las cuotas fijas, el devengo, y la 
gestión y recaudación de la tasa fiscal so­
bre los juegos de suerte, envite o azar y 
apuestas. La redacción que propone el An­
teproyecto es igual a la que está vigente 
actualmente, aprobada por la Ley 13/1997. 
El único cambio es que se elimina el ca­
rácter temporal establecido en esa Ley, cuya 
vigencia es exclusivamente para 1998, para 
otorgarle continuidad en años sucesivos. 

El artículo cuarto establece modifica­
ciones a la Ley 7/1997, sobre Tasas, Pre­
cios Públicos y Contribuciones Especiales, 
para cambiar su denominación evitando 
una redundancia, como se hace en el apar­
tado uno, crear otra disposición adicional 
y nuevas tasas u otros hechos imponibles. 

El apartado dos introduce la disposi­
ción adicional decimotercera por la cual 
impide que las bonificaciones establecidas 
en la Ley puedan ser acumulables. 

El apartado tres modifica el Anexo 
Primero, "Clasificación y Catálogo de las 
Tasas", para cambiar la denominación del 
grupo 5 (apartado 5 del Anteproyecto) y 
añadir las tasas que se crean en este Ante­
proyecto. 

El apartado cuatro crea la Tasa por 
expedición de tarjetas de identidad pro­
fesional náutico pesquera". Grava la so­
licitud de participación en la 
convocatoria para realizar las pruebas 
que habilitan para ejercer la actividad 
profesional de Patrón Local de Pesca y 
Patrón Costero Polivalente, así como la 
solicitud de expedición, renovación y 
convalidaciones de las tarjetas correspon­
dientes. Las cuotas ascienden a 6.000 
pesetas por los derechos de examen, 
3.500 pesetas la solicitud de primera ex­
pedición de tarjetas y 1.000 pesetas la re­
novación. Los desempleados tendrán una 
bonificación del 50% de la cuota. 
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El apartado cinco modifica la Tasa por 
ordenación del transporte terrestre. El cam­
bio consiste en crear un nuevo apartado en 
el artículo que establece las cuotas. Sobre 
esa base, en las autorizaciones expedidas a 
empresas de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 92.1 de la Ley de Ordenación de 
Transportes Terrestres, se percibirá una 
cuota variable en función del número de 
vehículos de los que sea titular la empresa. 
Dicha cuota será el resultado de multipli­
car 7.557 pesetas por el número de vehícu­
los más uno, por la expedición, 
rehabilitación, prórroga o visado de auto­
rizaciones de validez periódica, cualquie­
ra que sea ésta. 

El apartado seis modifica diversos ar­
tículos de la Tasa del Boletín Oficial de la 
Región de Murcia. Se regulan las nuevas 
modalidades de acceso al Boletín o al Ar­
chivo histórico por medios telemáticos o 
de teleproceso. En el primer caso la cuota 
anual ascenderá a 31.690 pesetas y 25.000 
pesetas si se trata del Archivo, que se redu­
ce a 14.549 y 11.478 pesetas respectiva­
mente para los Órganos de la 
Administración de Justicia y Corporacio­
nes Locales. 

El apartado ocho crea la Tasa por ven­
ta de impresos, programas y publicaciones 
tributarias. Grava la entrega de impresos 
de declaraciones, declaraciones-liquidacio­
nes, autoliquidaciones, programas y apli­
caciones informáticas aptas para el 
cumplimiento de las obligaciones tributa­
rias, así como las entregas de publicacio­
nes divulgativas. Las cuotas están 
comprendidas entre 30 y 150 pesetas en los 
impresos en soporte papel, entre 1.000 y 
1 .500 pesetas si se trata de soporte magné­
tico, y entre 1.000 y 3.000 pesetas las pu­
blicaciones tributarias dependiendo del 
número de páginas. 

El apartado nueve introduce la Tasa 
por prevaloraciones tributarias, cuyo hecho 

imponible consiste en la solicitud de pres­
tación del servicio de valoraciones tributa­
rias de bienes inmuebles, conforme a 10 
previsto en el artículo 25 de la Ley de De­
rechos y Garantías del Contribuyente. Este 
último obliga a la Administración tributa­
ria a informar, previa solicitud del intere­
sado, sobre el valor de los bienes inmuebles 
que vayan a ser objeto de adquisición o 
transmisión a efectos de los tributos cuya 
gestión le corresponda. La cuota está com­
prendida entre 5.000 y 40.000 pesetas, y 
su cuantía depende del tipo de inmueble 
sobre el que se solicita la prevaloración. 
Están exentas las valoraciones de los bie­
nes a los que sea susceptible de aplicar los 
Valores Mínimos de Referencia u otro sis­
tema similar. En determinados supuestos 
se prevé la restitución de la tasa. 

Finalmente, el apartado décimo mo­
difica el artículo 5 de la Tasa relativa a la 
instalación, traslado y transmisión de Ofi­
cinas de Farmacia para permitir que los 
ingresos derivados de las cuotas puedan 
ampliar los créditos presupuestarios esta­
blecidos para atender obligaciones econó­
micas derivados de la posible delegación 
parcial o total en el Colegio Oficial de Far­
macéuticos de las actuaciones sujetas a la 
tasa. La redacción actual permitía la gene­
ración de créditos. 

El capítulo segundo se denomina "Dis­
posiciones en materia de Hacienda Pú­
blica Regional". Consta de un artículo, el 
quinto, que comprende veintiséis aparta­
dos que modifican la Ley 3/1990, de Ha­
cienda de la Región de Murcia. 

El apartado uno cambia uno de los 
principios de la administración de la Ha­
cienda Pública Regional para sustituir la 
expresión" ... intervención de todas las ope­
raciones de contenido económico ... " por 
control. 

Los apartados dos a seis alteran diver­
sos preceptos del régimen de modificacio­
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nes de crédito. Los más relevantes son los 
siguientes: 

- Permitir los gastos plurianuales a cual­
quier gasto integrado dentro de las de­
nominadas "transferencias corrientes". 

- Autorizar la incorporación a los crédi­
tos de gastos del ejercicio siguiente de 
los créditos extraordinarios o suplemen­
tos de crédito concedidos en los dos úl­
timos meses del ejercicio presupuestario 
(actualmente es un mes) que por causas 
justificadas no hayan podido utilizarse 
durante los mismos. 

- Autorizar que los Consejeros puedan 
aprobar transferencias entre créditos de 
uno o varios programas de su Conseje­
ría, excepto los de personal, subvencio­
nes o transferencias nominativas o 
gastos con financiación afectada. Ac­
tualmente sólo pueden autorizar trans­
ferencias entre créditos de un mismo 
programa de su Consejería. 

- Se permite la reposición de créditos 
en el supuesto de pagos realizados 
previamente con cargo a créditos pre­
supuestarios que posteriormente ori­
ginasen, bien en el mismo ejercicio 
presupuestario (redacción actual) o en 
el ejercicio inmediato siguiente al que 
se realizó el pago un ingreso por rein­
tegro. 

Los apartados nueve a doce del Antepro­
yecto modifican y amplían la regulación 
que la actual Ley de Hacienda estable­
ce para las subvenciones. Básicamen­
te, los cambios más relevantes que se 
introducen son los siguientes: 

- Ampliar las obligaciones del beneficia­
rio a un cuarto supuesto por el que debe 
comunicar a la entidad concedente la 
modificación de cualquier circunstan­
cia objetiva o subjetiva que se hubiese 
considerado para la concesión de la sub­
vención. 

- Se refuerza el contenido de las bases re­
guladoras de las subvenciones: se ha de 
definir la finalidad de utilidad pública o 
social que pretende la subvención, requi­
sitos de los beneficiarios y periodo du­
rante el que debe mantenerlos, indicación 
expresa de los créditos a los que se im­
putará el gasto, la justificación de los 
fondos percibidos se realizará mediante 
el pago de los gastos incurridos, defmi­
ción de las prioridades y criterios objeti­
vos de adjudicación, composición del 
órgano colegiado que ha de realizar la 
propuesta de concesión y órgano com­
petente para la resolución de concesión. 

- A la actual redacción, que limita el im­
porte de las subvenciones que se pue­
dan recibir de las Administraciones 
Públicas o entes públicos o privados, na­
cionales o internacionales, al coste de 
la actividad subvencionable, se añade 
la expresión "y con cualesquiera otros 
ingresos o recursos para la misma fi­
nalidad o derivados de la actividad de­
sarrollada ". 

- El abono de la subvención se realizará 
previa justificación del cumplimiento de 
la finalidad para la que se concedió y 
de la aplicación de los fondos que fi­
nanciaron la actividad subvencionada. 
No obstante, se permiten en determina­
dos casos los abonos a cuenta. 

- En el acto de concesión de la ayuda se 
hará constar el objeto, importe, forma y 
plazos de pago, forma de justificación 
y la disposición y otros requisitos que 
ampara la concesión. 

- La justificación del gasto y su pago de­
berá realizarse mediante la presentación 
de los correspondientes documentos 
acreditativos de los mismos. Éstos de­
berán ajustarse a las normas fiscales y 
contables u otras que por su naturaleza 
les sea aplicable. 
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- Los Organismos Autónomos transferi­
rán al Presupuesto General de la Comu­
nidad Autónoma el importe del 
Remanente de Tesorería positivo que 
tuvieren al liquidar sus presupuestos y 
que no se dedique a financiar la incor­
poración de los créditos al ejercicio si­
guiente. 

Los apartados trece a dieciséis modi­
fican los artículos 55 a 58 de la referida 
Ley de Hacienda Pública, los cuales deter­
minan normas especiales para la elabora­
ción de los presupuestos de los organismos 
autónomos de naturaleza comercial, indus­
trial, financiera o análoga y para las em­
presas públicas regionales. En concreto, se 
ofrece una redacción nueva a los artículos 
que afectan a las empresas públicas. 

En primer lugar, se elimina de la Ley la 
relación que determina el contenido de los 
Programas de Actuación, Inversión y Fi­
nanciación (PAIF) para dejar que sea la 
Orden anual reguladora del proceso de ela­
boración de los Presupuestos la que esta­
blezca la estructura que tendrán los 
presupuestos de las empresas públicas. En 
segundo lugar, en un artículo independien­
te, el 56, se mantiene la actual exigencia 
de elaborar un presupuesto de explotación 
si se perciben subvenciones corrientes. En 
tercer lugar, se pone un plazo, el que se 
determine en la Orden de elaboración de 
los Presupuestos, para que las empresas 
públicas remitan sus presupuestos de ex­
plotación y capital, así como su PAIF, a la 
Consejería de Economía y Hacienda. Fi­
nalmente, se establece que si las aportacio­
nes que se prevé para las empresas públicas 
fuesen modificadas por la Ley de Presu­
puestos Generales, éstas deberán readap­
tar la documentación en el plazo de dos 
meses y remitirla de nuevo a la Consejería 
de Economía y Hacienda para que ésta la 
someta a la aprobación del Consejo de 
Gobierno. 

El apartado diecisiete modifica el ar­
tículo 83, que establece la obligación de 
que la Intervención General informará a las 
oficinas de la normativa vigente en mate­
ria de gestión financiera para 10 cual ela­
borará los manuales de procedimiento u 
otros instrumentos adecuados. El cambio 
elimina del texto la expresión " ... y las cir­
culares e instrucciones necesarias, que re­
querirán el conocimiento y aprobación 
previos del Consejero de Hacienda". 

El apartado dieciocho cambia la pala­
bra suministros por contratos en el artícu­
lo 84 que determina que los gastos de 
material no inventariable y contratos me­
nores (actualmente suministros), los de 
carácter periódico y los demás de tracto 
sucesivo no estarán sometidos a la inter­
vención previa una vez intervenido el gas­
to inicial. 

El apartado diecinueve amplía el con­
tenido del punto tres del artículo 84, que 
sustituye de la intervención previa por la 
toma de razón en el caso de las subvencio­
nes nominativas. El Anteproyecto propo­
ne ampliar ese supuesto a " ... aquellas 
subvenciones no nominativas menores de 
750.000 pesetas, estableciéndose las actua­
ciones posteriores que determine la Inter­
vención General. " 

El apartado veinte elimina el segundo 
párrafo del artículo 85.1, donde se deter­
minaba que el Consejero de Hacienda fija­
ría el plazo para que la Intervención 
manifieste las discrepancias con la forma 
o fondo de los actos, documentos o expe­
dientes examinados, aunque se mantiene la 
obligatoriedad recogida en el párrafo ante­
rior de que formule sus objeciones por es­
crito. 

El apartado veintiuno cambia la redac­
ción del artículo 87.2. Éste, permitía apli­
car a los organismos autónomos de carácter 
comercial, industrial, financiero o análogo 
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el control administrativo respecto a las do­
taciones presupuestarias limitativas y los 
procedimientos de auditoría para el resto. 
El Anteproyecto reemplaza la función in­
terventora por el control financiero en to­
das las operaciones de esos organismos. 

Actualmente, el artículo 88 de la Ley 
de Hacienda define el objetivo del control 
financiero y la forma de realización, la 
auditoría, en el caso de organismos comer­
ciales y empresas públicas. El apartado 
veintidós modifica esa redacción para am­
pliar el alcance del control financiero, que 
podrá ejercerse con carácter permanente, 
y lo asigna explícitamente a la Interven­
ción Regional en la forma que se establez­
ca reglamentariamente. Igualmente, 
establece que podrá comprender la evalua­
ción de todos los aspectos que afecten o se 
refieran a la consecución de los objetivos 
presupuestarios y planes de actuación pre­
vistos. 

Los procedimientos de auditoría a apli­
car son definidos en la normativa vigente 
por el artículo 89 de la Ley citada anterior­
mente. El apartado veintitrés cambia la 
redacción para referirse al más amplio con­
cepto de control financiero: define las téc­
nicas a utilizar, su realización de acuerdo 
con un plan anual de la Intervención Ge­
neral, atribuye su realización a ese Depar­
tamento, permite la contratación de 
empresas de servicios externas para ese fin 
y obliga a las empresas públicas a ser 
auditadas una vez al año como mínimo. 

El apartado veinticuatro extiende la 
posibilidad de que sean objeto de control 
financiero no sólo quienes hayan recibi­
do subvenciones de la Comunidad Autó­
noma o de sus organismos o empresas, 
como determina la redacción actual, sino 
también a quienes hayan recibido fondos 
de la Unión Europea. Se establece igual­
mente el alcance de ese control, cuyo ob­

jeto será la verificación de la adecuación 
de la ayuda a los fines que determinaron 
su concesión, la correcta y adecuada ob­
tención, utilización y disfrute, así como 
la realidad de las operaciones con ella fi­
nanciadas y el cumplimiento de los obje­
tivos previstos. 

El apartado veinticinco reemplaza la 
actual redacción del artículo 90 para per­
mitir que las Consejerías, al margen del 
control financiero que corresponde a la In­
tervención General, puedan realizar por sus 
medios los controles de eficiencia y efica­
cia que estimen oportunos. 

El apartado veintiséis modifica el ar­
tículo 104.4 para corregir una remisión in­
adecuada a un artículo anterior de la Ley. 

El Capítulo ID lleva por título Dispo­
siciones en materia de Función Pública 
Regional. 

El artículo 6 regula el régimen retribu­
tivo del personal al servicio de la Comuni­
dad Autónoma de la Región de Murcia, 
incluyendo entre este personal a los Altos 
Cargos. Distingue a los Directores Gene­
rales respecto a los restantes (Presidente, 
Vicepresidente, Consejeros, Secretarios 
Generales y Secretarios Generales), a los 
que asimila en cuanto al régimen retributi­
vo a los funcionarios públicos del Grupo 
A, mientras que los demás Altos Cargos 
tienen un régimen específico. 

Ya en relación con el régimen retribu­
tivo de los funcionarios públicos de la Co­
munidad Autónoma se contemplan las 
diversas incidencias que pueden plantear­
se, según jornadas, períodos de inactivi­
dad, tomas de posesión por cambio de 
destino, etc. 

Estas disposiciones se contemplan con 
las relativas al régimen retributivo de los 
funcionarios interinos, el personal laboral 
y el personal eventual. 
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El artículo 7 contiene diversas modifi­
caciones a la Ley 3/1986, de 19 de marzo, 
de la Función Pública de la Región de 
Murcia. 

En primer lugar se modifica el artículo 
73 de la citada Ley para destacar los as­
pectos relativos a la salud laboral y la pre­
vención de riesgos laborales, en 
consonancia con la nueva legislación en la 
materia. 

En segundo lugar se procede a la crea­
ción de dos nuevos cuerpos en el Grupo A, 
el de Letrados de la Región de Murcia y el 
de Interventores y Auditores de la Región 
de Murcia. 

En tercer lugar se contienen diversas 
modificaciones para continuar con el pro­
ceso iniciado en la Ley de Acompañamien­
to de 1997 relativa a la conversión del 
personal del Servicio Murciano de Salud 
en personal sometido a régimen estatutario 
propio y, transitoriamente, a las normas del 
personal del Instituto Nacional de la Sa­
lud, con el fin de que en el proceso se vean 
garantizados los derechos de los trabaja­
dores afectados. 

El artículo 8 contiene modificaciones 
a la Ley 4/1987, de Ordenación de Cuer­
pos y Escalas de la Administración Regio­
nal, para dar cabida en los mismos a los 
citados nuevos cuerpos de Letrados y de 
Interventores y Auditores de la Región de 
Murcia en el Grupo A, así como al Cuerpo 
Técnico de Agentes Medioambientales en 
el Grupo C. En consonancia con lo ante­
rior se establecen las titulaciones necesa­
rias para el acceso a dichos cuerpos, y se 
determinan sus funciones. 

Asimismo se contienen disposiciones so­
bre los funcionarios pertenecientes a escalas 
a extinguir y sobre la aplicación de los crite­
rios establecidos con carácter general para el 
acceso a los nuevos cuerpos que se han crea­
do por el Anteproyecto que se dictamina. 

El Capítulo IV lleva por título Dispo­
siciones en materia administrativa y con­
tiene cinco artículos. 

En el artículo 9 se procede a la modifi­
cación de la Ley 1/1988, del Presidente, del 
Consejo de Gobierno y de la Administra­
ción de la Comunidad Autónoma de la Re­
gión de Murcia para posibilitar la 
autorización de gastos plurianuales por 
parte de los titulares de las consejerías den­
tro de los límites de cuantía que para la 
contratación establezcan las leyes de pre­
supuestos. Asimismo se dictan nonnas para 
unificar la gestión de los registros y adap­
tarlas a la normativa básica vigente en la 
materia. 

El artículo 10 modifica la Ley 8/1996, 
de creación del Organismo Autónomo 
Agencia Regional de Recaudación para 
determinar que el Secretario del mismo será 
nombrado por el Consejero de Presiden­
cia, a propuesta del Consejero de Econo­
mía y Hacienda. 

El artículo 11 modifica la Ley 5/1994, 
del Estatuto Regional de la Actividad Polí­
tica para eliminar el inciso final de la Dis­
posición Adicional Primera que establecía 
la obligación de que la Administración 
Regional rechazase aquellas ofertas de 
empresas o sociedades en las que no se in­
cluyese certificación expedida por el ór­
gano de dirección de la empresa o sociedad 
de que no forma parte de los órganos de 
gobierno o administración persona alguna 
de aquellas a las que se refiere la citada 
Ley. 

El artículo 12 determina el régimen 
competencial en materia de modelos tribu­
tarios normalizados. 

El artículo 13 establece el régimen ju­
rídico de las actuaciones que lleven a cabo 
las empresas públicas a título obligatorio 
por encargo de la Administración Regio­
nal, incluyéndose en este régimen a las 
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obras, trabajos y actividades de la Empre­
sa de Transformación Agraria, Sociedad 
Anónima, TRAGSA, realizadas a título 
obligatorio y por orden de la Comunidad 
Autónoma en su territorio. 

La Disposición Adicional Primera es­
tablece que en el plazo de un año se modi­
ficará la Ley de Ordenación de Cuerpos y 
Escalas para determinar las criterios, con­
diciones y requisitos de integración del 
personal de la Administración Regional en 
los Cuerpos de Letrados y de Intervento­
res y Auditores de la Región de Murcia. 

La Disposición Adicional Segunda 
determina que las deducciones en materia 
de vivienda previstas en el artículo 1.uno 
del Anteproyecto lo serán a las viviendas 
adquiridas o rehabilitadas con posteriori­
dad a su entrada en vigor. 

La Disposición Transitoria Unica es­
tablece que los contribuyentes que tuvieren 
derecho a las deducciones en materia de 
vivienda reguladas en el artículo 1.uno, a) 
y b) de la Ley l3/1997, de 23 de diciem­
bre, continuarán disfrutándolas en los tér­
minos previstos en el Anteproyecto que se 
dictamina. 

Las disposiciones derogatorias prime­
ra y segunda hacen referencia, respecti­
vamente, a la Disposición Transitoria 

Novena de la Ley 3/86, de la Función PÚ­
blica de la Región de Murcia y a la Dispo­
sición Adicional Quinta de la Ley 4/87, de 
Ordenación de Cuerpos y Escalas de la 
Administración Regional. 

La Disposición Final Primera autori­
za al Consejo de Gobierno para que en el 
plazo de un año apruebe un Texto Refun­
dido de la Ley 4/1987, de 27 de abril, de 
Ordenación de Cuerpos y Escalas de la 
Administración Regional. 

La Disposición Final Segunda prorro­
ga en seis meses la autorización contenida 
en la Disposición Final Primera de la Ley 
de Acompañamiento de 1997, relativa a la 
elaboración de un Texto Refundido de la 
Ley 3/1986, de 19 marzo, de la Función 
Pública de la Región de Murcia, incluyen­
do en la misma las modificaciones conte­
nidas en el Anteproyecto objeto del 
presente Dictamen. 

La Disposición Final Tercera autoriza 
al Consejo de Gobierno para que en el pla­
zo de un año desde la entrada en vigor del 
Anteproyecto apruebe un Texto Refundi­
do de la Ley 3/1990, de 5 de abril, de Ha­
cienda de la Región de Murcia. 

La Disposición Final Cuarta determi­
na la entrada en vigor de la norma el día 1 
de enero de 1999. 

111.- OBSERVACIONES 
1&& 

A) DE CARÁCTER GENERAL 

El Consejo Económico y Social de la 
Región de Murcia emite dictamen al Ante­
proyecto de Ley de Medidas Fiscales y 
Administrativas (1999) elaborado por el 
Gobierno regional. un Anteproyecto de 
estructura y contenido, en este caso en lo 
que se refiere a las disposiciones tributa­

rías, similar al Anteproyecto de Ley de 
Medidas Fiscales, Presupuestarias y Admi­
nistrativas que originó la Ley 13/1997, de 
23 de diciembre y el Dictamen 12/1997 de 
este Consejo. 

En ese Dictamen el CESRM expresó 
una amplia valoración general, que consi­
dera plenamente válida de nuevo, en rela­
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ción con la oportunidad y la utilización que 
se está haciendo de este tipo de leyes ge­
neralmente conocidas como "Leyes de 
Acompañamiento" de los Presupuestos 
anuales. 

Como es sabido, éstas son normas que 
proponen simultáneamente modificacio­
nes de varias disposiciones de rango le­
gal, algunas de tipo tributario y 
presupuestario pero otras muchas de con­
tenido muy alejado a esas materias. Em­
pezaron a elaborarse en la Administración 
Central tras sentencias del Tribunal Cons­
titucional que declararon que las Leyes 
anuales de Presupuestos debían recoger 
disposiciones relacionadas con las previ­
siones de gastos e ingresos o con los cri­
terios de política económica de las que 
aquéllas son instrumento. Por ello, las 
"Leyes de Acompañamiento" incluyeron 
las modificaciones de esa naturaleza no 
directamente vinculadas a las cifras pre­
supuestarias que justificaban su elabora­
ción, pero también se introdujeron 
numerosos cambios de leyes cuyo conte­
nido es muy diferente al indicado. 

En aquel Dictamen el CESRM no cues­
tionó la oportunidad de que se elaborasen 
Leyes de Medidas Fiscales y Presupuesta­
rias. Al contrario, se valoró positivamente 
la iniciativa, como de nuevo cabe hacer en 
esta ocasión, por la necesidad de restringir 
el contenido de la Ley de Presupuestos a la 
doctrina constitucional, y especialmente 
entonces, como también sucede con el An­
teproyecto sometido ahora a dictamen, por 
la relevancia de las disposiciones tributa­
rias propuestas cuya eficacia sería cuestio­
nable en el caso de que se integrasen en la 
Ley de Presupuestos. 

Sin embargo, igualmente se han de rei­
terar los defectos señalados al anterior An­
teproyecto que se reproducen en el actuaL 
Son siete leyes las que se propone modifi­

car y de ellas tan sólo dos, la Ley de Tasas, 
Precios Públicos y Contribuciones Espe­
ciales y la Ley de Hacienda Pública de la 
Región de Murcia, puede considerarse que 
entran dentro del campo natural que debe 
constituir el contenido de este tipo de le­
yes. Además, otras dos, la Ley de la Fun­
ción Pública Regional y la Ley del 
Presidente y del Consejo de Gobierno ya 
fueron alteradas con la vigente Ley de 
Medidas Fiscales, Presupuestarias y Admi­
nistrativas, y la primera de ellas de forma 
relevante. 

Por ello, el CESRM manifiesta de nue­
vo que ésta es una práctica inadecuada, en 
su opinión, por las razones ya expresadas 
en su Dictamen 12/1997: genera dispersión 
normativa y acrecienta la complejidad del 
ordenamiento legislativo, provoca insegu­
ridad jurídica, hace más inaccesibles a los 
ciudadanos el conocimiento de las normas 
que le afectan y amortigua el debate políti­
co y social de las modificaciones legislati­
vas. 

El Anteproyecto de Ley de Medidas 
. Fiscales y Administrativas (1999) viene 
acompañado de Memorias Explicativas de 
la Dirección General de Tributos, Interven­
ción General, Dirección General de Presu­
puestos y Finanzas y Dirección General de 
la Función Pública y de la Inspección de 
Servicios, así como del informe jurídico de 
la Secretaría General de la Consejería de 
Economía y Hacienda. Si a veces este Or­
ganismo ha sido crítico, y así lo ha expre­
sado, con la documentación 
complementaria al texto sometido a dicta­
men que le ha sido remitida, en esta oca­
sión debe manifestar que las Memorias 
justificativas de las disposiciones tributa­
rias y presupuestarias son excelentes y, al 
margen de la opinión que se pueda formar 
sobre las propuestas que incorpora el An­
teproyecto, explican las razones que justi­
fican los cambios que se proponen. 
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Una apreciación tan sólo puede formu­
larse en relación con la Memoria que afec­
ta a las disposiciones tributarias. Se justifica 
la ausencia de una Memoria Económica 
porque los efectos de las medidas tributa­
rias no producen ningún incremento de la 
presión fiscal directa pues se mantiene el 
nivel de tributación fijado en 1998, aun­
que se aporta una estimación final, sin es­
pecificar una metodología de cálculo, del 
coste de las deducciones establecidas en el 
IRPF. En efecto, la tributación sobre el jue­
go no cambia respecto a la de 1998 y lige­
ramente la del Impuesto de Transmisiones, 
pero la relativa al impuesto sobre la renta 
de las personas físicas introduce un límite 
a la deducción autonómica que puede re­
ducir el coste recaudatorio para la Admi­
nistración regional. 

En opinión del Consejo, puesto que tam­
poco se remitió una Memoria Económica 
con el Anteproyecto elaborado el pasado 
año cuando se introdujeron las reformas 
que ahora se prorrogan, con carácter inde­
finido éstas y para 1999 las del IRPF, y 
habida cuanta de que han transcurrido nue­
ve meses desde su entrada en vigor, habría 
sido interesante conocer los efectos eco­
nómicos que han generado hasta la fecha a 
la Administración regional los cambios in­
troducidos en la tributación del juego e 
impuesto sobre transmisiones patrimonia­
les, y una estimación en el caso de las no­
vedades introducidas en el IRPF respecto 
a 1998. 

La disparidad de las materias que com­
ponen el Anteproyecto impide que se pue­
da efectuar una valoración global del 
mismo y que se considere más oportuno 
emitirla respecto a los capítulos que lo com­
ponen. 

El primero de ellos regula diversas dis­
posiciones tributarias de las cuales las con­
signadas en los tres primeros artículos son 

muy similares o idénticas a las actualmen­
te vigentes. El artículo uno recoge las de­
ducciones por adquisición de vivienda y 
por donativos en el Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas. Respecto a las apli­
cables durante 1998, se eleva un punto la 
deducción por adquisición de la vivienda 
habitual nueva o rehabilitación a los suje­
tos pasivos cuya parte general de la base 
liquidable sea inferior a 2.500.000 pesetas 
y la parte especial no supere las 250.000 
pesetas, y se establece un límite conjunto 
de 40.000 pesetas para las deducciones que 
pueda realizar el sujeto pasivo por aquélla 
o por la segunda vivienda nueva. El artícu­
lo segundo afecta al tipo de gravamen de 
las transmisiones de inmuebles y su redac­
ción tan sólo varía en 10 que se refiere a las 
viviendas de protección oficial de régimen 
especial. Si bien han perdido el carácter 
novedoso que tuvieron el pasado año, con­
tinúan siendo las medidas del Anteproyec­
to con mayor impacto social por sus efectos 
sobre un gran número de contribuyentes. 

En su Dictamen 12/1997 el CESRM 
hizo una amplia valoración, y positiva, so­
bre los incentivos fiscales que se estable­
cieron en materia de vivienda con 
argumentos que considera plenamente vi­
gentes. En síntesis, se compartía el objeti­
vo que parecía desprenderse de las medidas 
tributarias de compatibilizar el estímulo a 
la actividad económica con la neutralidad 
recaudatoria. A su vez, se consideraba ade­
cuado incentivar al sector de la construc­
ción pues, aun cuando había razones para 
reflexionar sobre las causas de la -enton­
ces- atonía de ese sector que podrían acon­
sejar medidas diferentes a las fiscales, la 
opinión del Consejo era que esa actividad 
debía contribuir en R1ayor medida al creci­
miento de la economía regionaL 

Aun cuando la fase expansiva actual 
del sector de la vivienda residencial, pro­
movido también por otros factores dis­
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tintos a los fiscales, pudiera cuestionar 
la idoneidad de mantener estos incenti­
vos para posponerlos a fases recesi vas del 
ciclo económico, la actual crisis finan­
ciera genera incertidumbre respecto al 
impacto que pudiera inducir en la eco­
nomía productiva yen el crecimiento. Por 
tanto, parece razonable continuar las ayu­
das fiscales a la adquisición de vivienda 
debido al efecto multiplicador de esa 
rama productiva sobre otras actividades 
económicas. 

Sin embargo, también entonces, al igual 
que ahora, el CESRM consideraba adecua­
do complementar ese objetivo con otras 
medidas orientadas a reforzar el carácter 
social de la tributación por vivienda. Así, 
se decía que "... las deducciones referidas 
en párrafos anteriores que indirectamente 
favorecen al sector constructor benefician 
directamente de forma especial, en cUilnto 
sujetos pasivos delIRPF, a un determina­
do colectivo de población que ya posee una 
vivienda y que, con las excepciones que 
siempre existen, puede ser considerado de 
renta media o alta. Y ello cUilndo todavía 
el acceso a una vivienda en propiedad re­
sulta difícil para gran cantidad de ciuda­
danos". Por ell o, se sometía a 
consideración del Gobierno regional diver­
sas sugerencias, ninguna de ellas incorpo­
rada al Proyecto de Ley, orientadas a 
reforzar el carácter social de las deduccio­
nes por vivienda. 

El CESRM se congratula de que el ac­
tual Anteproyecto haya considerado, al 
menos parcialmente, una las propuestas que 
entonces planteó. En concreto, la que de­
cía: "b) elevar uno o dos puntos porcen­
tuales el porcentaje anterior (2%) cuando 
la base imponible, distinguiendo si la de­
claración es individual o conjunta, sea in­
ferior a un cierto límite. Para minorar el 
impacto recaudatorio se podría reducir en 
un punto a los sujetos pasivos cuya base 

imponible según el tipo de declaración so­
brepase determinado importe". 

Sin embargo, el Consejo estima que 
otras medidas propuestas en aquel momen­
to contribuirían actualmente a favorecer el 
acceso a la vivienda a los colectivos con 
menores recursos al mismo tiempo que se 
mantienen los estímulos a la actividad cons­
tructora. Entre ellas: 

a) No limitar a la vivienda nueva o reha­
bilitación la deducción autonómica por 
adquisición de la vivienda habitual. 

b) Limitar el 10% de la deducción por la 
compra de la segunda vivienda nueva 
hasta un importe máximo en función a 
su coste o a la base liquidable del suje­
to pasivo. Los recursos liberados com­
pensarían la pérdida de recaudación 
derivada de otras propuestas. 

c) Establecer deducciones adicionales para 
potenciar el mercado de alquiler. 

d) Reducir un punto porcentual el tipo de 
gravamen de las transmisiones de in­
muebles cuando el valor a efectos del 
impuesto sea inferior a un determinado 
importe. 

En el Dictamen referido el CESRM ex­
presaba que la pérdida de recaudación que 
pudiera derivarse de sus propuestas podría 
ser compensada con un aumento de la 
tributación sobre el juego, aspecto éste que 
mantiene actualmente, y resumía su posi­
ción sobre las diversas medidas propues­
tas en materia de vivienda, como se ha 
dicho anteriormente muy similares a las que 
propone el Anteproyecto, con el texto que 
se reproduce al estimarlo igualmente ade­
cuado en las actuales circunstancias: " ... 
la propuesta pretende que los incentivos en 
materia de vivienda adicionales a los exis­
tentes en la legislación estatal que son 
creados por el Anteproyecto se reduzcan 
en cierta medida a los sujetos pasivos de 

12 



ICES 


mayores ingresos y acrecentar las deduc­
ciones a los de menor nivel de renta. Esta 
iniciativa, en opinión del Consejo, no tie­
ne porqué menoscabar el estímulo a la ac­
tividad constructora pues mantendría las 
deducciones propuestas por elAnteproyec­
fa hasta ciertos límites y las potenciaría 
para favorecer a un estrato de población 
donde hay una importante demanda laten­
te de vivienda. Por otra parte, el principio 
de capacidad económica es uno de los que 
rigen la normativa del IRPF y aunque va 
está presente en la tarifa del impuesto ~o 
es ocioso incorporarlo igualmente a las 
deducciones. La complejidad adicional que 
supondría a efectos de cumplimentar la 
declaración anual a los contribuyentes no 
aumentará mucho la ya creada tras las 
novedades derivadas de la cuota autonó­
mica implantada por el nuevo modelo de 
financiación autonómica". 

El capítulo segundo del Anteproyecto 
recoge diversas modificaciones a la Ley de 
~~cienda Regional. El CESRM valora po­
SItivamente el contenido del mismo pues 
considera adecuados los objetivos que se 
desprenden de las reformas propuestas. En 
primer lugar, los cambios al régimen de 
modificaciones de crédito se orientan a 
agilizar y flexibilizar la gestión presupues­
taria. La modificación al sistema de sub­
venciones públicas no sólo compromete en 
mayor medida a los beneficiarios al ser más 
rigurosa respecto al cumplimiento de los 
requisitos para la obtención de la ayuda y 
su aplicación, sino también a la propia 
Administración pues la propuesta del An­
teproyecto amplía el contenido de las ba­
ses de convocatorias para hacerlas más 
transparente y objetiva en cuanto a los cri­
terios de resolución. Igualmente, se con si­
der.an adecuadas las disposiciones para 
mejorar el proceso de elaboración de los 
Presupuestos de las empresas públicas y las 
medidas para reforzar el control financie-

r?, pues se debe extremar el rigor en la ges­
tIón de los fondos públicos. No obstante, 
algunas precisiones se incorporan en las 
observaciones al articulado. 

Sin embargo, el CESRM debe llamar la 
atención sobre el exceso de modificacio­
nes de la que ha sido objeto la Ley de Ha­
cienda Regional durante los últimos años, 
relacionadas detalladamente en la Dispo­
sición Final Tercera cuando autoriza al 
Gobierno Regional a elaborar en el plazo 
de un año un texto refundido de la Ley de 
Hacienda Regional. Si ese plazo parece 
excesivo para la elaboración de un texto 
refundido, sí es adecuado para reflexionar 
a fondo sobre la actual Ley y estudiar un 
nuevo texto legal que incorpore las modi­
ficaciones que se estimen oportunas, pero 
que una vez aprobado tenga la suficiente 
perdurabilidad y se consolide en el orde­
namiento jurídico regional. 

Los capítulos tercero y cuarto recogen 
disposiciones en materia de función públi­
ca y otras de carácter administrativo. El 
CESRM ya se expresó en su Dictamen 12/ 
1997 sobre la oportunidad de dictaminar 
en estas Leyes de Medidas Fiscales y Ad­
ministrativas acerca de disposiciones so­
bre materias que escapan a las 
competencias que legalmente tiene atribui­
das este Organismo. El Consejo decidió 
abstenerse de emitir su opinión sobre e]]as 
argumentando que el rigor mostrado a ve­
ces en la defensa de su ámbito competen­
cial debe manifestarlo igualmente no 
sobrepasando el que explícitamente le ha 
atribuido el poder legislativo. El CESRM 
mantiene esa posición y por ello no va a 
valorar las disposiciones de esos capítulos. 

Sin embargo, sin analizar las medidas 
que afectan a la función pública y de 
acuerdo con lo expresado en los párrafos 
iniciales de estas observaciones, conside­
ra inadecuado que la reforma de la fun­
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ción pública se vaya haciendo anualmen­ bal, e igualmente con vocación de perdu­
te y de forma parcial. Su contenido tiene rabilidad, mediante un texto legislativo in­
la suficiente relevancia y alcance como dependiente al Anteproyecto que se 
para que se promueva una reforma glo- dictamina. 

AL ARTICULADO 

El artículo 1 recoge en su apartado 
Uno deducciones en el IRPF por adquisi­
ción de vivienda sobre las que se ha efec­
tuado una valoración global en las 
observaciones generales. Entrando en la 
redacción al articulado el CESRM consi­
dera oportuno reiterar una apreciación ma­
nifestada en su Dictamen 12/1997. En 
efecto, puesto que se comparte la conve­
niencia de mantener mediante esta vía los 
incentivos al sector de la construcción, se 
considera que la deducción del 10% pre­
vista por la adquisición de una segunda 
vivienda nueva que esté situada en le Re­
gión de Murcia debe comprender también 
la rehabilitación, al igual que sucede en 
el supuesto de la deducción por vivienda 
habitual. Como se manifestó entonces, 
tanto se incentiva al sector con la promo­
ción de una vivienda de nueva construc­
ción como con la rehabilitación de una 
usada. 

Igualmente, en ese Dictamen se deman­
daba que se eliminara el plazo de dos años 
que debía transcurrir como máximo desde 
la declaración de obra nueva hasta que se 
formalizara la primera transmisión para que 
una vivienda fuese considerada nueva. El 
Consejo considera positivo que el actual 
Anteproyecto, sin bien no ha atendido to­
talmente esa petición, al menos haya am­
pliado ese plazo hasta los tres años, lo que 
supone una mejora considerable aunque no 
sea suficiente en todos los casos para re­
solver los problemas que se plantearon en 
el Dictamen citado. 

En las observaciones generales se va­
loró positivamente el incremento de la de­
ducción por la adquisición de la vivienda 
habitual en un punto porcentual a los suje­
tos pasivos cuya base liquidable sea infe­
rior a un cierto límite, siendo ésta una de 
las novedades del Anteproyecto. No se va­
lora de la misma forma, en cambio, otra de 
las incorporaciones efectuadas con relación 
a la normativa vigente este año como es el 
establecimiento de un límite de 40.000 pe­
setas al importe conjunto de las deduccio­
nes previstas por la adquisición de una 
vivienda nueva o rehabilitación y de la se­
gunda vivienda. En el caso de comprado­
res de una segunda vivienda supone una 
restricción importante respecto a la desgra­
vación vigente en 1998 pues limita la base 
de la deducción a 400.000 pesetas, muy 
lejos de la cifra máxima establecida en el 
Proyecto de Ley del IRPF que está siendo 
debatido en Las Cortes Generales que as­
ciende a 1.500.000 y ello aunque el citado 
Proyecto prevea la desgravación de la cuota 
tanto de intereses como de la amortización 
cuando la adquisición se haga con finan­
ciación ajena. No es ocioso efectuar refe­
rencias al citado Proyecto pues la propia 
Memoria de la D.G. de Tributos afirma que 
se ha considerado esa posible nueva nor­
mativa para que las nonnas autonómicas 
queden encajadas en el futuro impuesto 
estatal. El CESRM considera más adecua­
do el límite que se deriva del establecido 
en el Proyecto de IRPE Ahora bien, de 
acuerdo con lo expresado en las observa­
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ciones generales, podría imponerse un 
máximo a la desgravación por segunda vi­
vienda en función al coste de ésta o de la 
base liquidable del sujeto pasivo, 
incrementando a cambio la deducción au­
tonómica para los contribuyentes con me­
nor poder adquisitivo que adquieran su 
vivienda habituaL 

Se ha indicado que en el Anteproyecto 
que se dictamina los redactores han consi­
derado el Proyecto de IRPF sometido aho­
ra a debate parlamentario. Éste modifica 
el actual sistema de desgravación por vi­
vienda al incluir intereses y amortización 
en la deducción de la cuota, a diferencia de 
lo establecido en la normativa vigente que 
tan sólo afecta a la amortización. En el 
Anteproyecto se hace una referencia a la 
normativa estatal de la que parece dedu­
cirse que también sería objeto de deduc­
ción de la cuota autonómica los intereses y 
amortización de los préstamos hipotecarios. 
No obstante, se considera oportuno una 
referencia explícita para evitar dudas 
interpretativas que dificultaran la gestión 
del impuesto y reforzar la seguridad de los 
contribuyentes. 

De la misma forma, sería conveniente 
clarificar el contenido del apartado dos de 
ese artículo, donde se regula la deducción 
por donativos en términos similares a los 
vigentes en 1998 pero añadiendo dos com­
plejos párrafos para establecer incompati­
bilidades con otras deducciones estatales 
y el procedimiento de cálculo de la base 
sobre la que se aplicaría la deducción. 

El artículo 2 se refiere al tipo de grava­
men de la transmisión de viviendas a efec­
tos del impuesto sobre transmisiones 
patrimoniales, elevado al siete por ciento 
con vigencia exclusiva durante 1998 por 
la Ley 13/1997, excepto determinadas vi­
viendas de protección of1cial a las que se 
les redujo al 4% como fueron aquéllas cu­

yos adquirentes atendiendo a sus ingresos 
tengan reconocido derecho a tributación 
especialpor la Administracíón regional. El 
Anteproyecto elimina la vigencia tempo­
ral y corrige la redacción anterior, sobre la 
que este Organismo se pronunció en su 
Dictamen 8/1998, para fijar el tipo de gra­
vamen del 4% exclusivamente a las vivien­
das de protección oficial de régimen 
especial. 

Se ha indicado en las observaciones 
generales, al igual que se expresó en el 
Dictamen 12/1997, que el Consejo consi­
dera conveniente mantener el tipo de gra­
vamen del 6%, aplicado hasta 1997, en la 
transmisión de viviendas cuyo valor a efec­
tos del impuesto no supere un determina­
do importe, por la necesidad de facilitar el 
acceso a la vivienda a personas con bajos 
niveles de renta para las que la vivienda 
usada constituye un medio importante de 
acceso a la vivienda habitual 

El artículo 4 recoge las modificacio­
nes a la actual Ley de Tasas, Precios Públi­
cos y Contribuciones Especiales. El 
apartado ocho regula la Tasa por venta de 
impresos, programas y publicaciones tri­
butarias y en la Memoria económica-finan­
ciera de la tasa se describe detalladamente 
el proceso de determinación de las cuotas 
y las razones, que se comparten, por las que 
la Administración Regional asume un 33% 
del coste. En efecto, existe un importante 
beneficio indirecto derivado, como se in­
dica en la Memoria, de la mejora en los 
resultados económicos de los tributos a 
causa de un mejor y mayor conocimiento 
de los contribuyentes, reducción de costes 
de gestión y comprobación de las declara­
ciones tributarias, asistencia a los contri­
buyentes, etc. Por ello, en opinión del 
Consejo ésta es una tasa donde podría ser 
conveniente un esfuerzo financiero más 
intenso por parte de la Administración Re­
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gional que, sin llegar a la gratuidad por lo 
expuesto en la referida Memoria, redujera 
significativamente las cuotas, especialmen­
te en los programas y aplicaciones 
informáticos y venta de publicaciones don­
de, además de que las cuantías absolutas 
son relativamente elevadas, esos beneficios 
indirectos a los que se aludía son más apre­
ciables. 

El CESRM desea aprovechar la refor­
ma de la Ley de Tasas, Precios Públicos y 
Contribuciones Especiales planteada en el 
Anteproyecto para proponer a su vez una 
modificación a una de las tasas compren­
didas en dicha Ley, la Tasa General de la 
Administración (TO 1O). El hecho imponi­
ble de esta tasa está comprendido por va­
rias actividades entre las que se encuentra 
la compulsa de documentos. El sujeto pa­
sivo es la persona física o jurídica que so­
licite la realización de la actividad, 
momento en el que se produce el devengo, 
y la cuota es de 145 pesetas. 

El artículo 5 regula las exenciones de 
esa tasa y en su apartado 3) determina que 
será aplicable a "las actividades necesarias 
para la tramitación de solicitudes de beca 
o subvenciones a favor de familias e insti­
tuciones sin fines de lucro". El Consejo 
propone extender la exención a las empre­
sas mediante una nueva redacción a este 
apartado que diga: "las actividades nece­
sarias para la tramitación de becas o sub­
venciones a favor de familias e 
instituciones sin fines de lucro o empresas". 

Se pretende evitar así la paradoja ac­
tual por la que empresas que solicitan ayu­
das públicas deben incurrir en costes, a 
veces importantes en relación con la cuan­
tía de la ayuda, debido al cuantioso volu­
men de documentación que normalmente 
han de aportar, el cual en ocasiones se exi­
ge por duplicado. Y ello sin considerar el 
coste de oportunidad ocasionado por el 

tiempo que se debe dedicar a cumplimen­
tar el ciclo administrativo de la tasa. 

El artículo 5 recoge los cambios pro­
puestos a la Ley de Hacienda Pública Re­
gional. El apartado cinco cambia el 
artículo 4l.2 para permitir que los Conse­
jeros, en sus respectivas secciones presu­
puestarias, puedan efectuar transferencias 
de créditos entre partidas de varios progra­
mas presupuestarios, a diferencia de lo que 
sucede actualmente que se limita a las trans­
ferencias dentro de cada programa. Es una 
propuesta que otorga más flexibilidad a la 
gestión, superando incluso las disposicio­
nes de la estatal Ley General Presupuesta­
ria al igual que sucede en otras de las 
propuestas al sistema de modificaciones de 
crédito y a las normas relativas a las sub­
venciones, pero que se considera razona­
ble pues contribuirá a agilizar el proceso 
administrativo en la tramitación de este tipo 
de expedientes. Sin embargo, sería conve­
niente modificar el punto 3 del propio artí­
culo 41 pues en su actual redacción otorga 
la competencia de autorizar transferencias 
de crédito entre programas de una misma 
sección presupuestaria al Consejero de 
Economía y Hacienda, y tras la reforma 
propuesta por el Anteproyecto podría exis­
tir una dualidad competencial en el caso 
de que no se produjera la corrección que 
se propone. 

Los apartados siete a diez modifican 
y amplían el procedimiento regulador de 
las subvenciones o ayudas públicas cuya 
gestión corresponde a la Comunidad Au­
tónoma. En las observaciones generales se 
ha valorado positivamente la reforma por­
que se amplía y otorga mayor contenido a 
las bases reguladoras de las subvenciones 
para acrecentar la objetividad de las reso­
luciones, y se intensifican las obligaciones 
del beneficiario respecto a la utilización y 
justificación de la ayuda recibida. 
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El apartado nueve altera el actual siste­
ma regulador de las bases de convocatoria 
de las subvenciones públicas. Uno de los 
aspectos que deberán recoger las bases es 
"la forma, prioridades, criterios objetivos 
de adjudicación de la ayuda o subvención y 
en general aquellos parámetros que han de 
regir en la concesión de la subvención". A 
juicio del Consejo, sería conveniente que en 
ese párrafo se incluyera también la fijación 
de un plazo, a contar desde la finalización 
de la fecha límite para la presentación de 
solicitudes, en el que deberá haberse emiti­
do la resolución sobre la aprobación o de­
negación de la ayuda. Con esta propuesta se 
trata de evitar demoras en las resoluciones 
de las convocatorias que dificultan la reali­
zación de la actividad subvencionable a las 
personas o entidades beneficiarias. 

Sin embargo, la variación que introdu­
ce el apartado diez plantea algunas dudas 
respecto al alcance de la modificación pro­
puesta. La redacción actual es la siguiente 
(en cursiva las adiciones del Anteproyec­
to): "El importe de las subvenciones regu­
ladas en el presente artículo, en ningún caso 
podrá ser de tal cuantía que, aisladamente 
o en concurrencia con subvenciones o ayu­
das otorgadas por otras Administraciones 

Ices 

Públicas o de otros entes públicos o priva­
dos, nacionales o internacionales, y con 
cualesquiera otros ingresos o recursos para 
la misma finalidad o derivados de la acti­
vidad desarrollada, supere el coste de la 
actividad a desarrollar por el beneficiario 
o de la finalidad para la que se concedió 
la ayuda o subvención." 

Es decir, si se pone en marcha con ayu­
das públicas, por ejemplo, una inversión y 
"derivado de la actividad desarrollada" se 
produce un beneficio neto, ¿se podría in­
terpretar de esa redacción que esta cuantía 
minoraría el importe de la subvención au­
tonómica? Y en este caso, ¿durante cuan­
tos años desde la inversión? A su vez, 
cuando se dice que el importe de la sub­
vención no superará el coste de la activi­
dad considerando todas las ayudas 
recibidas y "cualesquiera otros ingresos o 
recursos para la misma finalidad", ¿a qué 
ingresos o recursos se refiere la norma? 
¿Son los recursos propios y ajenos que 
completan con las subvenciones la finan­
ciación de la actividad a desarrolla por el 
beneficiario? Convendría aclarar la redac­
ción propuesta pues su interpretación po­
dría originar controversias en el proceso de 
gestión de las subvenciones. 

IV.- CONCLUSIONES 


1.- El Consejo Económico y Social de 
la Región de Murcia debe reiterar en este 
segundo Dictamen que emite sobre unAn­
teproyecto de Ley de Medidas Fiscales, 
Presupuestarias y Administrativas la valo­
ración que sobre la oportunidad y materias 
comprendidas en él ya expresó en su Dic­
tamen 12/1997. Es positiva su elaboración 
para adecuar las leyes presupuestarias 
anuales a su estricto contenido. Sin embar­
go, tales Anteproyectos incorporan nume­

rosas modificaciones de leyes de ámbito 
muy disperso que provocan inseguridad 
jurídica, dificultan la accesibilidad de los 
ciudadanos a las normas que les afectan y 
amortiguan el debate político y social en 
las reformas legales que proponen. 

2,- Las disposiciones tributarias que 
afectan al impuesto sobre la renta de las 
personas físicas son muy similares a las que 
han estado vigentes durante 1998, Preten­
den estimular indirectamente al sector de 
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la construcción, objetivo éste que compar­
te el Consejo por su dinamismo sobre otras 
actividades, aumentando la deducción por 
la adquisición de la vivienda habitual nue­
va o rehabilitación y creando una adicio­
nal por la segunda vivienda. Entre las 
modificaciones introducidas el CESRM va­
lora positivamente la suave progresividad 
incorporada al elevar un punto porcentual 
la deducción por la compra de la vivienda 
habitual nueva o rehabilitación a sujetos 
pasivos cuya base imponible sea inferior a 
un determinado importe. Sin embargo, a 
juicio de este Órgano, el cuerpo del Dicta-

VOBO 

El Presidente del Consejo Económico 
y Social 

Antonio Reverte Navarro 

men incorpora propuestas que permitirían 
reforzar el carácter social de las deduccio­
nes propuestas por la adquisición de la vi­
vienda, manteniendo a su vez los incentivos 
inducidos a la actividad constructora. 

3.- El Consejo Económico y Social de 
la Región de Murcia propone al Consejo 
de Gobierno la modificación del artículo 5 
apartado 3, correspondiente a la Tasa Ge­
neral de la Administración (TOlO), para 
incluir a las Empresas entre las entidades 
exentas de dicha Tasa en los casos en que 
éstas soliciten ayudas o subvenciones pú­
blicas. 

Murcia, a 22 de Octubre de 1.998 

El Secretario General del Consejo 
Económico y Social 

Isidro Ródenas Ruiz 
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